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INTRODUCCIÓN

Os presentamos la tercera edición de nuestra Newsletter, con el
objetivo de manteneros informados sobre las últimas novedades
en el ámbito del Derecho Militar.

Desde Bufete Osuna, somos plenamente conscientes de la
relevancia que tiene el seguimiento continuo de los cambios
jurisprudenciales y doctrinales que inciden en las Fuerzas
Armadas, sus miembros y las instituciones vinculadas al ámbito
de la Defensa.

En esta edición, analizamos resoluciones judiciales y criterios
jurídicos de especial trascendencia que marcan la evolución en
materias como el régimen disciplinario militar, la
responsabilidad penal y administrativa en el ámbito castrense,
los procedimientos ante la jurisdicción militar, así como otras
cuestiones clave relacionadas con los derechos y deberes del
personal militar.

Confiamos en que esta publicación resulte una herramienta de
utilidad práctica para nuestros lectores, aportando rigor y
claridad en un marco jurídico especializado.



1.1. Jurisprudencia

1.- Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Militar, núm.
2/2025, de 23 de enero. 

Ponente: Excmo. Sr. Ricardo Cuesta del Castillo.

Asunto: Delito de embriaguez en acto de servicio y validez de la
entrada en domicilio (camareta) por estado de necesidad. 

Resumen: Un militar asignado como jefe de guardia no se presentó a
la lista. Un brigada fue a buscarlo a su camareta en la residencia
logística. Al no responder, abrió la puerta -que no se encontraba
cerrada con llave- y, al verle dormido y no reaccionar a los gritos,
entró para despertarlo. Finalmente, se le realizó una prueba de
alcoholemia que resultó positiva. 

El Tribunal desestima la alegación de nulidad de pruebas basada en
la “doctrina del fruto del árbol envenenado”, al entender que la
entrada en el domicilio no fue un registro, sino una actuación
justificada para verificar el estado del militar ante su ausencia a un
servicio de armas y su falta de respuesta. La Sala considera que
existía un estado de necesidad derivado del deber de velar por su
salud y la seguridad del acuartelamiento. También rechaza las
impugnaciones sobre el etilómetro y la ausencia de prueba de
contraste, dado que el acusado firmó los documentos sin objeciones.
Finalmente, aclara que el delito se consuma aunque no se haya
iniciado el servicio, pues los actos preparatorios desde el
llamamiento ya integran el “acto del servicio de armas” conforme al
artículo 6 del Código Penal Militar.

El Tribunal Supremo confirma la condena y declara válida la entrada
en la camareta por estado de necesidad, al primar la seguridad y la
salud del militar. La prueba de alcoholemia es lícita y acredita un
delito de embriaguez en acto de servicio de armas conforme al
artículo 70 del Código Penal Militar.

1. Militar
En Bufete Osuna queremos destacar las novedades jurisprudenciales más
relevantes del semestre en el ámbito del Derecho Militar que inciden en el
régimen jurídico de nuestras Fuerzas Armadas, las responsabilidades penales  
del personal militar y el funcionamiento de la administración militar. 



2.- Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Militar, núm.
7/2025, de 13 de marzo. 

Ponente: Excmo. Sr. Fernando Marín Castán.

Asunto: Maltrato de obra entre militares: condena confirmada y
pena corregida por incorrecta apreciación de agravantes.

Resumen: Los hechos tienen su origen en los vestuarios de una
compañía militar, donde el Soldado Argimiro, en un ambiente de
bromas, realizó un comentario de mal gusto sobre la vida íntima del
Soldado Benedicto. Este último, molesto profirió un insulto de forma
genérica. Acto seguido, Argimiro le propinó un manotazo en la cara,
lo que llevó a Benedicto a dar parte de los hechos a sus superiores. 

El Tribunal Supremo desestima la mayoría de los motivos del recurso.
Rechaza la vulneración de la presunción de inocencia, al existir
prueba de cargo suficiente y una valoración lógica de la misma.
Confirma la existencia de dolo, ya que el delito de maltrato de obra
solo requiere dolo genérico, evidente en la acción. Sin embargo,
estima parcialmente el recurso al considerar que la pena fue
incorrectamente individualizada, pues el tribunal de instancia utilizó
para agravarla circunstancias que ya son elementos integrantes del
propio tipo penal. 

En consecuencia, la Sala casa y anula parcialmente la sentencia de
instancia únicamente en lo relativo a la pena. Mantiene la condena
al Soldado Argimiro como autor de un delito de maltrato de obra,
pero, al eliminar los factores de agravación indebidamente
aplicados, reduce la pena de prisión.



3.- Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Militar, núm.
9/2025, de 2 de abril.

Ponente: Excmo. Sr. José Alberto Fernández Rodera.

Asunto: Quebrantamiento de forma por no citar al Estado como
responsable civil subsidiario en un delito militar. 

Resumen: El Tribunal Militar Territorial Segundo condenó a un Cabo
de la Armada por abuso de autoridad y vulneración de derechos
fundamentales hacia una subordinada, imponiéndole prisión e
indemnización de 2.000 € por daños morales. La víctima recurrió
alegando quebrantamiento de forma por no haberse citado a la
Abogacía del Estado tras solicitar responsabilidad civil subsidiaria.

El Tribunal Supremo aprecia quebrantamiento de forma al entender
que el tribunal de instancia debió citar a la Abogacía del Estado,
por los hechos -ocurridos en un buque de la Armada entre cabo y
subordinada- podían haberse cometido con ocasión del servicio.
Rechaza así la interpretación restrictiva del concepto “acto de
servicio” y confirma que este incluye conductas vinculadas al
desempeño o al entorno militar. 

Al no citarse a la Abogacía del Estado, se generó un vicio procesal
insubsanable que produjo indefensión a la víctima. Por ello, el
Tribunal estima el recurso, anula la sentencia y el juicio oral, y ordena
la retroacción de las actuaciones al inicio del juicio oral.



4.- Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Militar, núm.
12/2025, de 28 de abril. 

Ponente: Excma. Sra. Clara Martínez de Careaga y García. 

Asunto: Delito de extralimitación en el ejercicio del mando por la
imposición de un castigo desproporcionado y arbitrario a los
soldados subordinados. 

Resumen: Un sargento obligó a sus soldados, como castigo durante
una actividad de carrera militar, a reptar por terrenos peligrosos,
charcos de barro y un pilón con agua, exigiendo que lo ocurrido
permaneciera en secreto.

El Tribunal Supremo desestima los cuatro motivos del recurso de
casación, considerando que las declaraciones de los soldados
constituyen prueba suficiente de que las órdenes fueron punitivas y no
de instrucción, que no hubo quebrantamiento de forma ni error en la
valoración de la prueba, y se aplicó correctamente el artículo 65.1
del Código Penal Militar por abuso de mando.

Se confirma la sentencia del Tribunal Militar Territorial Cuarto,
declarando que la conducta del sargento constituye extralimitación
en el ejercicio del mando, manteniendo la condena de nueve meses
de prisión con sus accesorias.



5.- Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Militar,
núm.14/2025, de 7 de mayo.

Ponente: Excmo. Sr. Ricardo Cuesta del Castillo.

Asunto: Abuso de autoridad y lesiones: recurso de casación por
vulneración de la presunción de inocencia y aplicación del tipo
penal.

Resumen: Durante la celebración del ascenso de un cabo, dos
sargentos lo obligaron a un “bautizo de ascenso” que implicaba
beber alcohol y recibir golpes en el pecho, pese a su negativa,
provocándole una neurosis intercostal postraumática que requirió
asistencia médica.

La Sala Quinta de lo Militar ratifica la correcta aplicación del
artículo 46 del Código Penal Militar, al encajar los hechos en el
delito de maltrato de obra, que requiere solo dolo genérico. La Sala
aclara que el entorno festivo no excluye la responsabilidad, pues la
jerarquía militar es permanente, y que todo maltrato, aunque leve,
constituye delito por lesionar la disciplina, sin posibilidad de
degradarlo a falta ni ampararlo en un supuesto consentimiento. 

El Tribunal Supremo considera la prueba suficiente y coherente -
testimonios, informes médicos y grabación- y subraya que cualquier
acto violento de un superior contra un subordinado lesiona la
disciplina y la dignidad personal, bienes jurídicos protegidos en el
ámbito militar.



6.- Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Militar, núm.
16/2025, de 12 de mayo. 

Ponente: Excmo. Sr. Fernando Marín Castán. 

Asunto: Delito de deslealtad por modificación de un cuadrante de
servicios: se confirma la correcta inadmisión de una prueba
propuesta de forma extemporánea.

Resumen: La sentencia de instancia condenó a un cabo por
deslealtad y a un brigada por abuso de autoridad mediante injurias,
tras probarse que el cabo mintió al comandante asegurando haber
recibido autorización del brigada para corregir un error en el
servicio.

El Tribunal Supremo considera correcta la inadmisión de la prueba
documental y de audio por haberse propuesto fuera de plazo,
rechaza la vulneración de la presunción de inocencia al existir
prueba testifical suficiente y válidamente valorada, y descarta error
en la apreciación de la prueba porque los documentos invocados no
contradicen los probados. Finalmente confirma la condena por delito
de deslealtad del artículo 55 del Código Penal Militar, al concurrir
tanto el elemento objetivo como subjetivo. 

Se ratifica la condena por deslealtad según el artículo 55 del
Código Penal Militar, al concurrir los elementos objetivo y subjetivo,
confirmando la pena de ocho meses de prisión. 



7.- Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Militar, núm.
17/2025, de 21 de mayo.

Ponente: Excma. Sra. Sara María Pose Vidal 

Asunto: Aplicación del tipo atenuado por retractación y correcta
individualización de la pena al no poder apreciar una atenuante
inherente al propio tipo: delito de deslealtad.

Resumen: El Sargento del Ejército de Tierra presentó una analítica
falsificada para su reconocimiento médico anual, alterando la fecha
de una anterior por falta de tiempo. Al ser descubierto por la médico
debido a irregularidades en el documento, el sargento reconoció
inmediatamente la falsificación ante los facultativos y,
posteriormente, en sede judicial.

El Tribunal Supremo estima que los hechos deben ser calificados
como el tipo atenuado del delito de deslealtad (artículo 55, párrafo
21 del Código Penal Militar), y no el tipo básico, ya que el sargento
se retractó a tiempo de que su confesión surtiera efectos. Sin
embargo, la Sala razona que la atenuante de confesión (artículo 21.4
Código Penal común) ya está integrada en el tipo atenuado, por lo
que no puede ser apreciada nuevamente para bajar la pena, pues
ello supondría una doble valoración prohibida. Por tanto, al concurrir
únicamente la atenuante de dilaciones indebidas, la pena debe
imponerse en la mitad inferior del marco penal previsto para el tipo
atenuado. 

El Tribunal Supremo estima parcialmente el recurso de casación,
casa y anula la sentencia de instancia. En su lugar, condena al
sargento como autor del tipo atenuado del delito de deslealtad,
apreciando únicamente la atenuante de dilaciones indebidas. En
consecuencia, se le impone una pena de tres meses de prisión,
reduciendo la condena inicial de cuatro meses.



8.- Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Militar, núm.
31/2024, de 11 de julio.

Ponente: Excma. Sra. Clara Martínez de Careaga y García.

Asunto: Delito contra la eficacia del servicio por imprudencia grave
en una actividad de salto.

Resumen: Un teniente, actuando como profesor auxiliar en un curso
de buceadores de asalto, desobedeció las advertencias del
sargento primero responsable en una práctica de salto. Una vez
finalizada la actividad oficial, llevó a los alumnos a una zona de
mayor altura y complejidad y les ordenó realizar un nuevo salto, lo
que provocó la lesión lumbar de uno de ellos. 

La Sala considera que los hechos se ajustan al tipo penal de
imprudencia grave profesional con resultado de lesiones. Concurren
todos los elementos: una acción voluntaria -ordenar el salto-, un
resultado lesivo tipificado, una relación de causalidad directa entre
la orden y la lesión, y una imprudencia grave, ya que el teniente
incumplió su deber de velar por la seguridad de los alumnos al
desatender las instrucciones del jefe de la práctica, siendo el
resultado previsible y evitable. 

El Tribunal Supremo desestima el recurso de casación, confirmando la
condena al teniente como autor de un delito contra la eficacia del
servicio.



9.- Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Militar, núm.
33/2024, de 18 de julio.

Ponente: Excmo. Sr. Ricardo Cuesta del Castillo.

Asunto: Delito de deslealtad y vulneración del derecho de defensa
por omisión de ofrecimiento de contraanálisis.

Resumen: Un soldado fue condenado por deslealtad militar tras dar
una muestra de orina adulterada en pruebas de detección de
drogas, sin que conste que se le informase fehacientemente de su
derecho a solicitar un contraanálisis.

El Tribunal Supremo considera que la omisión de esta comunicación
vulnera el derecho de defensa, pues el derecho a contraanálisis
debe aplicarse a cualquier resultado que pueda acarrear
responsabilidades, incluida una "muestra adulterada". La ausencia de
ofrecimiento formal genera indefensión material,
independientemente del conocimiento previo del protocolo por
parte del militar.

En consecuencia, la Sala anula la condena, declara inválida la
prueba analítica y absuelve al acusado.



10.- Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Militar, núm.
39/2024, de 10 de octubre.

Ponente: Excmo. Sr. Jacobo Barja de Quiroga López.

Asunto: Absolución por delito contra la eficacia del servicio:
ausencia de imprudencia en un diagnóstico médico a bordo.

Resumen: La sentencia analiza la muerte del marinero D. Demetrio
durante un crucero de instrucción tras contraer malaria y dengue,
inicialmente diagnosticada como gastroenteritis por la médica del
buque. La familia denunció a la doctora por imprudencia profesional
grave, pero el Tribunal Militar Territorial Primero la absolvió.

El Tribunal Supremo razona que el delito imprudente del artículo 77
del Código Penal Militar exige una acción u omisión que genere un
peligro jurídicamente desaprobado y un resultado imputable a ella.
En este caso, la acusación no logró acreditar que acción debió
realizar la médico acusada para evitar el resultado. Con base en la
prueba pericial, se concluye que la alférez no infringió el deber de
cuidado conforme a la lex artis, ya que, con los conocimientos y
medios disponibles, no podía haber previsto la realización del tipo
penal. 

La Sala concluye que no hubo incumplimiento del deber de cuidado
ni indicios de previsión del cuadro de malaria, por lo que no se
configuran los elementos del delito de imprudencia profesional,
confirmando la absolución de la médico.



11.- Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Militar, núm.
48/2024, de 28 de noviembre.

Ponente: Excmo. Sr. Fernando Marín Castán.

Asunto: Delito de abuso de autoridad en su modalidad de acoso: el
enamoramiento no excluye el dolo.

Resumen: La sentencia trata sobre un cabo 1º condenado por abuso
de autoridad en modalidad de acoso hacia una soldado
subordinada, a quien hostigó entre abril y noviembre de 2022 con
mensajes, seguimientos y persecución, causando angustia, ansiedad y
baja médica.

El Tribunal Supremo desestima el recurso del cabo 1º, quien alegaba
actuar por enamoramiento y preocupación, negando dolo en su
conducta. La Sala aclara que el delito de acoso por abuso de
autoridad solo exige un dolo genérico, es decir, actuar
conscientemente y con voluntad. Subraya que el afecto no excluye la
responsabilidad penal y que el acusado sabía que su
comportamiento molestaba a la soldado, evidenciado por su
rechazo y las respuestas negativas que el propio cabo reconoció
interpretar como desdén. 

Se concluye que la conducta cumple los elementos del delito previsto
en el artículo 48 del Código Penal Militar en relación con el artículo
172 ter del Código Penal, por ser insistente, reiterada y alterar
gravemente la vida de la víctima. El enamoramiento no elimina el
dolo, ya que persistió pese al rechazo expreso de la soldado.



12.- Auto del Tribunal Supremo, Sala Tercera, núm. 617/2025, de 29
de enero.

Ponente: Excmo. Sr. Luis María Díez-Picazo Giménez.

Asunto: Se analiza si la ausencia de impugnación de la resolución
del Ministerio de Defensa que declara la insuficiencia psicofísica
impide recurrir posteriormente la resolución de Clases Pasivas que
determina el grado de incapacidad y fija la pensión militar.

Resumen: D. José Ignacio, militar declarado por el Ministerio de
Defensa con insuficiencia psicofísica para el servicio —resolución
firme al no ser impugnada—, recurrió contra la cuantía de su pensión
de Clases Pasivas por considerar insuficiente el grado de
discapacidad reconocido. El TSJ de Madrid desestimó el recurso, al
entender que la resolución inicial, al ser firme, impedía cuestionar sus
efectos sobre la pensión.

El Tribunal Supremo, en el auto de admisión, no resuelve el fondo,
pero reconoce interés casacional objetivo para unificar doctrina
sobre el momento procesal adecuado para impugnar el grado de
discapacidad. El recurrente sostiene que la declaración de aptitud
del Ministerio solo determina la capacidad para el servicio, mientras
que el grado de discapacidad a efectos de pensión se fija en el
expediente de Clases Pasivas.

Finalmente, el Tribunal Supremo admite el recurso de casación para
aclarar si la falta de impugnación de la resolución del Ministerio
impide cuestionar posteriormente, ante la Seguridad Social, el tipo
de incapacidad y grado de discapacidad reconocidos, sin prejuzgar
el resultado del litigio.



13.- Auto del Tribunal Supremo, Sala Tercera, núm. 904/2025, de 5
de febrero.

Ponente: Excmo. Sr. Luis María Díez-Picazo Giménez.

Asunto: Las causas de resolución de los contratos de cesión de uso
de viviendas militares enajenables por cambio de situación
administrativa.

Resumen: Un antiguo militar, que en 1995 obtuvo una vivienda militar
enajenable por servicio activo, fue desahuciado tras pasar a
excedencia voluntaria en 1999, decisión confirmada por el TSJ de
Murcia.

La cuestión jurídica versa sobre si, tras la Ley 26/1999 sobre
movilidad geográfica del personal militar, la resolución de los
contratos de cesión de viviendas militares debe regirse únicamente
por esta norma o si aún pueden aplicarse las causas del derogado
Real Decreto 1751/1990 cuando estén incorporadas al contrato.
También se analiza si los artículos 10.1.h) y 6 de la Ley 26/1999
permiten resolver el contrato por cambio en la situación
administrativa del cesionario. El Tribunal Supremo considera que es
una cuestión inédita y de alcance general, por afectar a numerosas
situaciones similares.

El Tribunal Supremo admite el recurso de casación por interés
casacional objetivo, destacando la falta de jurisprudencia y la
relevancia general del tema, estableciendo el marco normativo para
que la sentencia definitiva fije doctrina sobre la aplicación de la Ley
26/1999 y la validez del cambio administrativo como causa de
resolución.



14.- Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía
(Málaga), Sección Segunda, núm. 694/2025, de 26 de marzo.

Ponente: Excmo. Sr. Santiago Macho Macho.

Asunto: Determinación del momento procesal para impugnar el
grado de incapacidad permanente y reconocimiento de la
incapacidad permanente absoluta para toda profesión u oficio a un
miembro de la Guardia Civil.

Resumen: Un miembro de la Guardia Civil, declarado en situación
de retiro por inutilidad permanente para el servicio según dictamen
médico que no reconocía incapacidad absoluta, impugnó la
resolución de la Seguridad Social sobre su pensión, solicitando que se
le reconociera incapacidad permanente absoluta para toda
profesión u oficio. La Administración pidió inadmisión por considerar
que debía recurrir la resolución inicial del Ministerio de Defensa, ya
firme.

El Tribunal desestima la inadmisibilidad, siguiendo doctrina
jurisprudencial que distingue entre la resolución del Ministerio, que
solo declara aptitud o insuficiencia para el servicio, y la resolución
de derechos pasivos, que es el cauce adecuado para discutir el tipo
de incapacidad y grado de discapacidad.

Aunque los dictámenes administrativos tienen presunción de acierto,
el Tribunal otorga mayor valor a los informes periciales presentados
en juicio, que acreditan un Trastorno Depresivo Mayor Crónico Grave
con incapacidad global para toda actividad laboral. La decisión se
sustenta en la idoneidad de la vía procesal y en la prevalencia de la
prueba pericial judicial.



15.- Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia, núm.
246/2025, de 9 de abril.

Ponente: Excma. Sra. Cristina María Paz Eiroa.

Asunto: Reconocimiento del derecho a compensación económica
por permiso post-misión no disfrutado por un militar al pasar a la
situación de reservista, mediante la aplicación analógica de la
normativa sobre vacaciones no disfrutadas.

Resumen: D. Leopoldo, Marinero de Primera de la Armada, solicitó
compensación económica por 56 días de "permiso post-misión" no
disfrutados al pasar a Reservista de Especial Disponibilidad, pero la
Administración solo le reconoció 2 días de vacaciones, alegando que
los permisos post-misión no son compensables. 

El Tribunal desestima la causa de inadmisión planteada por la
Administración y, sobre el fondo, concluye que procede aplicar por
analogía las normas de compensación de vacaciones a los permisos
post-misión no disfrutados. Considera que, al igual que las
vacaciones, los permisos post-misión buscan garantizar el descanso
tras la prestación de servicios extraordinarios como guardias,
maniobras o navegaciones continuadas. Por tanto, la negativa de la
Administración a compensar estos días al finalizar la relación de
servicios carece de justificación.

Como consecuencia, se anula la actuación administrativa y se
reconoce al recurrente el derecho a percibir 3.267,04 € por los 56
días de permiso post-misión no disfrutados.



16.- Sentencia del Tribunal Supremo, Sala Tercera, núm. 493/2025,
de 20 de abril.

Ponente: Excmo. Sr. Pablo Lucas Murillo de la Cueva.

Asunto: Nulidad de la “congelación” en el escalafón para militares
en excedencia por cuidado de familiares por exceso reglamentario.

Resumen: Una sargento del Ejército impugnó la pérdida de puestos
en el escalafón tras disfrutar de una segunda excedencia por
cuidado de un hijo, prevista en el artículo 29.4 del Real Decreto
1111/2015, por considerarla contraria a la Ley 39/2007 de la carrera
militar.

El Tribunal Supremo centró su análisis en el principio de jerarquía
normativa, que impide a un reglamento imponer limitaciones no
previstas en la ley que desarrolla. La Ley 39/2007 no establece
ninguna penalización en el escalafón para segundas o sucesivas
excedencias por cuidado de familiares, a diferencia de lo que sí
ocurre con otras modalidades de excedencia. El Tribunal interpretó
esta omisión como una voluntad clara del legislador de no penalizar
la conciliación de la vida familiar y profesional.

En consecuencia, el Tribunal declaró nulo el inciso del artículo 29.4
del Real Decreto 1111/2015 que imponía la "congelación" en el
escalafón, eliminando una restricción que perjudicaba la carrera
profesional de los militares que ejercen este derecho de forma
reiterada.



17.- Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La
Mancha, núm. 171/2025, de 17 de junio.

Ponente: Excmo. Sr. Guillermo Benito Palenciano Osa.

Asunto: Se debate si el agravamiento de la patología psíquica que
motivó el retiro de un guardia civil, junto con el reconocimiento
judicial de una incapacidad permanente absoluta, permite desvirtuar
el dictamen de la Junta Médico Pericial y acceder a la pensión
complementaria por inutilidad para el servicio.

Resumen: Un Guardia Civil retirado por trastorno de personalidad
solicitó la revisión de su grado de incapacidad para acceder a una
pensión complementaria, alegando agravamiento de sus patologías
y aportando una sentencia que le reconocía incapacidad
permanente absoluta y 71 % de discapacidad. El ISFAS y el Ministerio
de Defensa desestimaron su solicitud basándose en un dictamen de
la Junta Médico Pericial que negaba la incapacidad absoluta y
consideraba que sus patologías actuales eran distintas a las que
motivaron su retiro.

La Sala centra su análisis en la valoración de la prueba para
determinar si el demandante cumple los requisitos del artículo 22 del
Texto Refundido de la Ley sobre Seguridad Social de las Fuerzas
Armadas. El Tribunal resta valor probatorio al informe de la Junta
Médico Pericial por considerarlo una "escueta conclusión" no
ratificada judicialmente y carente de motivación. Por el contrario,
otorga una importancia decisiva a la sentencia firme de la Sala de
lo Social, que declara al actor en situación de incapacidad
permanente absoluta "para toda clase de trabajo", superando así el
dictamen administrativo.

Además, se valora el informe pericial privado ratificado en juicio,
que evidencia un agravamiento progresivo del trastorno inicial,
manifestado en un trastorno depresivo crónico grave que incapacita
al demandante para cualquier actividad laboral. La Sala concluye
que la patología original se ha agravado, invalidando el argumento
de la Abogacía del Estado sobre la falta de conexión entre las
dolencias. 



18.- Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de las Islas
Baleares, Sección Primera, núm. 375/2025, de 8 de septiembre.

Ponente: Excma. Sra. Carmen Frigola Castillón.

Asunto: Exclusión de una militar profesional de un proceso de
promoción interna para el acceso a la Escala de Oficiales del
Cuerpo Militar de Sanidad, por el uso de lentes fáquicas. Se debate
la aplicación del principio de proporcionalidad frente a una causa
de exclusión objetiva.

Resumen: Dña. Noelia, una soldado profesional, fue excluida de un
proceso de promoción interna por usar lentes fáquicas, a pesar de
haber superado las demás pruebas.

El Tribunal fundamenta su fallo en la jurisprudencia consolidada del
Tribunal Supremo (sentencias 1357/2022 y 1234/2023), que
establece que las causas de exclusión en los procesos selectivos
militares no deben aplicarse de forma automática. En su lugar, deben
interpretarse conforme al principio de proporcionalidad, valorando
si la condición del aspirante realmente le inhabilita para el ejercicio
de las funciones del puesto al que aspira. 

El Tribunal destaca que la recurrente ya es militar y que la exclusión
se aplicó como un "efecto automático" sin ninguna valoración sobre
la proporcionalidad de la medida, vulnerando así su derecho a la
carrera profesional. En consecuencia, declara a Dña. Noelia "apta"
en el reconocimiento médico y le reconoce el derecho a continuar
en el proceso de selección. Se establece que, de superar la
convocatoria, se le deberán reconocer todos los efectos económicos
y profesionales que hubieran obtenido sus compañeros de promoción
que no fueron excluidos. 
 



19.- Sentencia de la Audiencia Nacional, Sección Quinta, núm.
3890/2025, de 17 de septiembre.

Ponente: Excma. Sra. Alicia Sánchez Cordero.

Asunto: Límites de edad en la promoción interna de militares de
tropa y marinería. Nulidad por falta de justificación.

Resumen: La UMT impugnó los límites de edad impuestos por el
Ministerio de Defensa para que militares de tropa y marinería
accedieran por promoción interna a las escalas de oficiales y
suboficiales, alegando su ilegalidad y apoyándose en una sentencia
del Tribunal Supremo que anuló límites similares por falta de
justificación. La Administración defendió su validez por motivos de
planificación de la carrera militar. 

La Audiencia Nacional aplica la doctrina del Tribunal Supremo de 3
de marzo de 2022, que anuló los límites de edad del Real Decreto
309/2021 por falta de justificación objetiva y razonable. Aunque
aquella sentencia se refería a suboficiales, la Audiencia extiende su
razonamiento a la tropa y marinería al afectar el defecto a la norma
reglamentaria en su conjunto. Refuerza esta conclusión señalando
que el Real Decreto 113/2023 eliminó posteriormente dichos límites,
con argumentos favorables a la promoción profesional que
contradicen la postura de la Administración. En consecuencia, y
conforme al artículo 6 de la LOPJ, declara la inaplicación del
reglamento y anula las bases de las convocatorias basadas en él.

El Tribunal estima el recurso de la UMT, declara inaplicables los
límites de edad, anula las bases de las convocatorias en ese aspecto
y condena en costas a la Administración por carecer los límites de
justificación objetiva y razonable. 



20.- Sentencia del Tribunal Supremo, Sala Tercera, núm.
1307/2025, de 20 de octubre.

Ponente: Excma. Sra. María Alicia Millán Herrandis.

Asunto: Naturaleza jurídica de la modificación de una Instrucción
Técnica sobre el periodo máximo de estancia en alojamientos
logísticos militares. Se debate si constituye una disposición de
carácter general, sujeta a trámites de consulta, o una mera directriz
interna de organización.

Resumen: AUME impugnó la modificación de la Instrucción Técnica
n.º 17/2011 por haberse aprobado sin consultar al Consejo de
Personal ni a las asociaciones profesionales, alegando vulneración
de la Ley Orgánica 9/2011. Tras la desestimación por el TSJ de
Madrid, AUME recurrió en casación ante el Tribunal Supremo.

El Tribunal Supremo estima el recurso de AUME al considerar que la
modificación de la Instrucción Técnica no es una mera orden interna,
sino una disposición de carácter general con efectos externos, al
incidir en los derechos y obligaciones de un número indeterminado
de militares. Al fijar límites temporales al uso de los alojamientos, la
norma altera de forma permanente el régimen jurídico del derecho
al alojamiento, integrado en las condiciones profesionales del
personal militar. Por ello, su aprobación requería los trámites de
consulta al Consejo de Personal y a las asociaciones profesionales
previstos en la Ley Orgánica 9/2011, cuya omisión supone un vicio
procedimental invalidante. 

Como consecuencia, el Tribunal estima el recurso de casación,
declara la nulidad de la modificación de la Instrucción Técnica y
anula la sentencia del TSJ de Madrid, dejando sin efecto la
modificación del 6 de abril de 2021.



21.- Sentencia de la Audiencia Nacional, Sección Quinta de la
Sala de lo Contencioso-Administrativo, núm. 4644/2025, de 22 de
octubre.

Ponente: Excmo. Sr. Eduardo Hinojosa Martínez.

Asunto: Impugnación de la declaración de utilidad para el servicio
con limitaciones y condición de Reservista de Especial
Disponibilidad.

Resumen: Un cabo del Ejército de Tierra, tras finalizar su compromiso
temporal y pasar a Reservista de Especial Disponibilidad, recurrió la
resolución de la Junta Médico Pericial que lo declaró útil para el
servicio con limitaciones, alegando insuficiencia psicofísica y
solicitando inclusión en Clases Pasivas o, subsidiariamente,
indemnización.

La Sala confirma la validez del dictamen médico, que goza de
presunción de acierto y discrecionalidad técnica, señalando que el
recurrente no aportó pruebas médicas contradictorias ni demostró
incapacidad total, y rechaza la indemnización por falta de prueba y
cuantificación económica.

La Audiencia Nacional concluye que la resolución administrativa es
conforme a derecho, basándose en un dictamen pericial válido y
motivado, y declara jurídicamente improcedente la reclamación
indemnizatoria subsidiaria.



Autora:
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Marta Alejandre Sánchez.
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CONCLUSIÓN

Las resoluciones analizadas en esta Newsletter reflejan la
evolución constante de la jurisprudencia en el ámbito del
Derecho Militar y su incidencia directa en la disciplina, el
ejercicio del mando y los derechos del personal de las
Fuerzas Armadas. Los tribunales continúan perfilando
criterios relevantes que refuerzan las garantías jurídicas, la
correcta aplicación del principio de legalidad y la
necesaria ponderación del principio de proporcionalidad.

Desde Bufete Osuna, consideramos esencial el seguimiento
de estos pronunciamientos para ofrecer un asesoramiento
riguroso y actualizado, contribuyendo a la seguridad
jurídica y a la adecuada defensa de los derechos e
intereses del personal militar.

Atentamente. 

Bufete Osuna.
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